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12464. A mayor abundamiento. debe señalarse que. si
bien es cierto que el penúltimo párrafo del art. 93 del Cód~
go Penal concede a los Tribunales la facultad de aplicar
o no la condena condicional. según lo estimen procedente.
pese a la concurrencia de los requisitos exigidos en ese
mismo precepto para conceder dicho beneficio. no es
menos cierto que dicha discrecionalidad viene condicio­
nada por la exigencia de que. a la hora de decidir en un
sentido u otro. atiendan para ello a la edad y antecedentes
del reo. naturaleza del hecho punible y circunstancias de
todas clases que concurrieren en su ejecución. y es claro.
a la vista de las actuaciones. que nada de ello ha sido teni­
do en cuenta por la Audiencia Provincial de Oviedo para
dictar la resolución denegatoria del beneficio en cuestión.

5. Por cuanto antecede. debe concluirse que el Auto
dictado por la Audiencia Provincial de Oviedo con fecha
de 22 de febrero de 1989 ha vulnerado el derecho a la
tutela judicial efectiva consagrado en el art. 24 de la Cons­
titúción al no satisfacer la exigencia de motivación que de
ese derecho se deriva y que expresamente exige el
art. 120.3 de la Norma fundamental. La estimación del
amparo por dicho motivo excusa el examen de las demás
infracciones denunciadas.

La confirmación de la existencia de una vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva ha de producir
como efecto la anulación del Auto de 22 de febrero de
1989. debiendo el órgano judicial dictar en su lugar una
nueva resolución motivada que podrá ser de concesión o
de denegación del beneficio. Ofrece. sin embargo. el caso
de autos ciertas peculiaridades que obligan a realizar una
ulterior matización. Pues no debe olvidarse que mientras
que uno de los solicitantes de amparo. por haberse sus­
traído en su momento a la acción de la justicia. no llegó
a cumplir la pena que le había sido impuesta en virtud de
sentencia firme. no ocurrió igual con el otro. dado que el
Auto de este Tribunal por el que se acordaba la suspensión
de su condena fue dictado con posterioridad a que ésta
hubiese sido extinguida. Es por ello evidente que la nueva
resolución que se dicte únicamente podrá contener un pro­
nunciamiento afirmativo o denegatorio respeCto de la con­
cesión de la suspensión condicional de la condena a don
Fernando Garcla Fueyo. mientras que. por lo que se refiere
a don José Luis Palicio López. habrá de limitarse a declarar
su derecho a una resolución motivada.

FALl.O

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitu­
cional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPANOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don José Luis Palicio
López y don Fernando García Fueyo y. en consecuencia:

1.° Reconocer el derecho de ambos recurrentes a la
tutela judicial efectiva.

2.° Anular el Auto de 22 de febrero de 1989 dictado
por la Audiencia Provincial de Oviedo para que por ésta
se dicte nueva resolución motivada acerca de la suspen­
sión condicional de la condena impuesta a don Fernando
García Fueyo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a catorce de diciembre de mil nove­
cientos noventa y dos.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer. Fernando García-Mon y González Regueral. Car­
los de la Vega Benayas. Vicente Gimeno Sendra. Pedro
Cruz Villalón.-Firmando y rubricado.

Sala Primera. Sentencia 225/1992. de 14 de
diciembre de 1992. Recurso de amparo
946/1989. Contra Acuerdo de la Mesa de la
Asamb/ea Regional de Murcia. inadmitiendo a
trámite interpelación del Diputado ahora
reCUrtente. Supuesta, vulneración de los arts.
23.2 y 14 CE

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Mi!if'<el Rodríguez-Piñero y Bravo Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno Sen­
dra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro Cruz
Villalón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo 946/1989. interpuesto por
don Juan Cánovas Cuenca. Abogado. Diputado de la
Asamblea Regional de Murcia y Portavoz del Grupo Par­
lamentario Popular. actuando en su propio nombre y repre­
sentación contra el Acuerdo de la Mesa de la Asamblea
Regional de Murcia. de 31 de marzo de 1989. han com­
parecido el Presidente de la antedicha Asamblea. en nom­
bre y representación de la Mesa de la Cámara y el Minis­
terio Fiscal. habiendo sido Ponente el Magistrado don
Rafael de Mendizábal Allende. quien expresa el parecer
de la Sala.

1. Antecedentes

1. El 22 de mayo de 1989 tuvo entrada en este Tri­
bunal un escrito de don Juan Cánovas Cuenca. que en su
propio nombre y representación. interponía recurso de
amparo contra el antedicho Acuerdo parlamentario. En la
demanda se explica que el demandante presentó el 24
de febrero de 1989 a la Mesa de la Asamblea Regional
de Murcia una interpelación dirigida al Consejo de Gobier­
no de la Comunidad para su explicación ante el Pleno de
la Asamblea. cuyo texto íntegro es el siguiente:

«Los ciudadanos de esta región. han sufrido a lo largo
de los últimos años la degradación de la asistencia sani­
taria como consecuencia del deficiente funcionamiento de
las administraciones competentes en la misma. así como
el deterioro e insuficiencia de los medios materiales pues­
tos a disposición de aquéllos. Degradación a la que hay
que añadir el descrédito por irregularidades presuntamen­
te cometidas por quienes han sido responsables de la ges­
tión sanitaria de esta Región. cuyo procesamiento se ha
iniciado recientemente. .

Por lo demás no existen indicios de que el Gobierno
regional tenga voluntad política de solucionar esta situa­
ción. ya que ni mejora los servicios sanitarios de que de
él dependen. ni al parecer es propósito de los socialistas
murcianos reivindicar las competencias estatales de sani­
dad cuya asunción por la Comunidad Autónoma podría al
menos garantizar la coordinación,

Ante este estado de cosas el Diputado que subscribe
solicita que el Consejo de Gobierno explique las razones
de su actuación en materia sanitaria y de las medidas adop­
tadas para que esta bochornosa situación no se vuelva a
repetir.»

La Mesa de la Cámara. oído el parecer de la Junta de
Portavoces adoptó, el 13 de marzo de 1989. por mayoria
de 3 votos frente a 2. el Acuerdo de no admitir a trámite
tal interpretación. El grupo mayoritario fundaba su actitud
en tres motivos: 1) la referencia en el texto de ia interpe­
lación al pmcesamiento de ciertas personas y por In tan to
a cuestiones que en la actualidad se hayan sub iud/ce. lo



que excluye la pertinencia del debate parlamentario; 2) la
alusión a otras cuestiones ajenas a las competencias de
la Comunidad Autónoma. lo que razonablemente induce
a pensar que tampoco la Cámara la tiene para conocerlas;
y 3) la generalídad y carácter abstracto de su contenido.
en discordancia con la concreción del objeto sobre que
pueden versas las interpelaciones según exigencia del art
142 del Reglamento. En relación a este tercer fundamento
consideran -y así lo sugieren al Grupo Parlamentario de
Alianza Popular- que cabría la posibilidatl de utilizar cual­
quiera de los procedimientos previstos en el arto 134 (ei
debate generala monográfico sobre la acción política del
Gobierno) y en los arts. 146 y 147 (la sesión informativa),
«con tal que el mismo se limitase a los aspectos campe­
tenciales efectivamente asumidos por la Comunidad Autó­
noma". Por su parte. el grupo minoritario adujo en su
momento que. «a tenor del arto 31.3 del Reglamento. las
facultades de la Mesa respecto a la adm,sión de los escri­
tos y documentos de Inciole parlamentario se reducen al
control de su estricta legitimidad formal, sin extenderse
al fondo de la cuestión planteada". ya que por lo demás
la interpretación formulada se ajusta a la definición de este
tipo de iniciativas enunciada por el art 142 del texto regla­
mentario. El Diputado proponente. a su vez. solicitó de la
Mesa la reconsideración del Acuerdo transcrito, que fue
desestimada por nuevo Acuerdo con fecha 31 de marzo
de 1989.

La demanda invoca los derechos a participar en los
asuntos públicos (art. 23.1 C.E.) y la igualdod ante la ley
(art 14 C.E.). A su juicio el Acu'erdo impugnado viola el
primero de aquellos preceptos por la triple motivación con­
creta de la inadmisión. La interpel"ción no pretende que
se responda respecto de competencias no asumidas por
la Comunidad, ni por otra parte la existencia de una
supuesta responsabilidad penal o administrativa sub ludi­
ce excluye que el parlamento regional nnaíice la respon­
sabilidad política Y. por último. la interp'31ac;ón no tiene
carácter generala abstracto sino que al contrario tiene
concreción suficiente. En tal sentido la Mesa ha ejercido
un control que sobrepasa el de estricta legalidad formal
que le autoriza el arto 31.3 del Reglamento. control para
el cual no está legitimado. Desde la perspectiva del prin­
cipio de igualdad. la violación se produce en la calificación
del documento respecto de lo cual se han utilizado criterios
diferentes a los habitualmente empleados por la Mesa. a
cuyo efecto se cita una serie de interpelaciones relativas
todas ellas a materias ajenas a las competencias de la
Comunidad Autónoma y que sin embargo fueron admiti­
das a trámite. Por todo ello. solicita que se declare la nuli­
dad del Acuerdo impugnado y que se reconozca su dere­
cho a que se admita la interpelación presentada.

2. La Sección Primera. mediante providencia de 24
de julio de 1989. admitió la demanda de amparo y acordó
que se recabara la remisión de los antecedentes de la
Asamblea Regional de Murcia y su emplazamiento a efec­
tos de la eventual personación en este proceso. Una vez
recibidas las actuaciones. la Sección en providencia de 25
de septiembre, tuvo por personada a la Mesa de la Asam­
blea Regional de Murcia. ydando vista de los antecedentes
enviados al demandante. al Ministerio Fiscal y al Presiden­
te de la Cámara para que en el plazo común de veinte dlas
pudieran formular las alegaciones que estimasen proce­
dentes.

3. El Fiscal apoya la concesión del amparo solicitado.
En tal sentido argumenta que a pesar de invocarse los
arts. 23.1 y 14. en realidad el implicado es el 23.2. cuyo
contenido es un derecho de configuración legal y por ello
debe ponerse en relación con el arto 31.3 de! Reglamento
de la A%rnblea. En éste se establece la facultad de la Mesa
para dncld" sobre la calif,cación y admisión o no a trámite
ti" los escrito,' parlamentarios. aclarando que «como tal
contra! de est! let', !r.gaHdad fonnal la adrnisi6n a trámite

se limita a verificar que el acto o escrito en cuestión cumple
las condiciones reglamentariasll. Ahora bien. en el presen­
te supuesto la interpelación fue rechazada no por razones
formales sino porque su contenido era impropio y ello
implica un análisis del fondo de la interpelación que no
compete realizar a la Mesa. Tal rechazo por razones no
formales lleva persea la conclusión de que el amparo debe
ser otorgado.

La Mesa de la Cámara. por su parte. solicita la dene·
gación del amparo. insistiendo -como punto de partida­
en encuadrar la cuestión en el art. 23.2 C.E.. y en consi·
derar ese derecho como referido a su configuración legal.
Ahora bien. el «control de estricta legalidad formal» pre­
visto en el art. 31.3 del Reglamento no puede ser reducido
a un mero control de los requisitos formales externos. ya
que el propio articulo habla de «iniciativas reiterantes» y
de «ternas cuyo tenor susciten ducdas sobre la competencia
de la Asamblea». lo que implica el examen del contenido
de la iniciativa. Así pues «ese control de estricta legalidad
formal» no puede referirse exclusivamente a los requisitos
formales sino al cumplimiento de las «condiciones regla­
mentarias". y posibilidad implícitamente admitida por la
STC 161/1988. La iniciativa no se constreñía a compe­
tencias de la Comunidad y del Consejo de Gobierno
(31.3 del Reglamento) ni se refería a «aspectos o realiza­
ciones concretas de su política» (142.1). por lo que la no
admisión a trámite hasido adoptada por la Mesa conforme
al Reglamento. No hay tampoco desigualdad en los crite­
nos de clasificación de la Mesa. Los precedet)tes aporta­
dos no son términos hábiles de comparación. ya que a
pesar de referirse a competencias estatales se centraban
en aspectos concretos de la acción de la administración
regional.

El demandante en amparo no hizo uso de su derecbo.
4. En providencia de 24 de noviembre. se fijó para

la deliberación y fallo el día 30 de noviembre en que se
inició dicho trámite. finalizando el día de la fecha.

11. Fundamentos jurídicos

1. La primera tarea a cumplir. para el correcto plan­
teamiento del debate en este proceso. consiste en indi­
vidualizar con exactitud y nitidez uno de los dos derechos
fundamentales invocados como soporte del amparo que
nos pide. La equivocada indicación del párrafo primero del
arl. 23 de la Constitución no puede ser nunca un obstáculo
a la viabilidad de la pretensión si se puede identificar
mediante el contenido. Otra solución sería incurrir en un
peligroso nominalismo no compatible con el espíritu que
informa nuestro Texto constitucional y. a través de él. este
orden jurisdiccional. En consecuencia, es evidente que lo
impugnado es un Acuerdo de la Mesa de la Asamblea
Regional de Murcia donde se niega curso a la interpelación
de uno de sus Oiputados y esta situación nos coloca en
el ámbito del párrafo segundo de ese mismo precepto
constitucional atrás mencionado. En ello están conformes
el Ministerio Fiscal y la Mesa de la Cámara regional. Allí
no solo se garantiza el acceso igualitario a las funciones
y cargos públicos sino que además se protege su ejercicio
sin perturbaciones ilegítimas. como hemos tenido ocasión
de matizar (SSTC 31/1985 y 161/1988). Por otra parte.
es también criterio de este Tribunal que los dos párrafos
del mI, 23 son inseparables cuando se trata del amparo
solicitado por un parlamentario para la defensa de esa su
misión representativa (SSTCl 0/1983 y 32/1985).

Este derecbo subjetivo que se esgrime como lesiona­
do. con un gran arraigo en nuestra tradición constitucional
desde 1812. es configurado como fundamental con una
protección jurisdiccional más intensa y. siendo sus titu!a­
res los ciudadanos. afecta simétricamente a la organiza­
ción de la función pública. El acceso a ésta y los requisitos
se defieren a lo que digan las leyes. seg(m establece el
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inciso final y de ahí su calificación doctrinal y jurispruden­
cial como derecho de confi\juración legal. uno más entre
otros varios. Esa denominación significa lisa y llanamente
que se habilita al legislador, desde la propia Constitución,
para delimitar el ámbito del derecho, sin mellar su conte­
nido esencial. Una vez dictadas esas normas legales,
hemos dicho, los derechos y facultades correspondientes
quedan integrados en el status propio de cada cargo, con
la consecuencia de que podrán sus titulares, p-n el ejercicio
del art. 23.2, defender ante los órganos jurisdiccionales el
ius in officium que consideren ilegítimamente constreñido
o ignorado por actos del poder público, incluidos los pro­
venientes del propio órgano al que pertenezcan los titu­
lares del cargo, con la especialidad de que si se trata de
una institución parlamentaria, esa actitud reaccional habrá
de promoverse directamente ante esta juridicción consti­
tucional. según establece el art. 42 de nuesta Ley Orgánica
(STC 161/1988).

2. En el caso que ahora nos ocupa el grupo normativo
conformador aparece constituido por el Estatuto de Auto­
nomía y el Reglamento de la Cámara. El primero reconoce
a los Diputados regionales «el derecho a formular pregun­
tas, interpelaciones y mociones en los términos que se
determine reglamentariamente» (art. 25.3 EAM), derecho
que, por lo tanto, pasa a formar parte del contenido del
ius in officium de cada uno de los miembros representa­
tivos de la Asamblea Regional de Murcia, como instrumen­
to de información propia para el control del Ejecutivo, qué
forma parte de la función peculiar de su investidura par­
lamentaria. Ahora bien, antes de seguir más allá. conviene
saber en qué consisten las interpelaciones, definidas en
el Reglamento como las «solicitudes de explicación diri­
gidas al Consejo de Gobierno para que exponga las razo­
nes de su actuación o la de alguna de sus Consejerías en
aspectos o realizaciones concretas de su política»
(art. 142). Este concepto, al cual hay que atenerse nece­
sariamente para perfilar el derecho fundamental invocado,
difiere del que con el mismo nombre pero otro contenido
se encuentra en los reglamentos de los Cuerpos colegis­
ladores integrantes de las Cortes Generales y en el resto
de las Asambleas territoriales. En éstos, el ámbito de la
información solicitada es el inverso, ya que ha de referirse
a «los motivos o propósitos de la conducta del ejecutivo
en cuestiones de política general. bien del Gobierno, bien
de algún Departamento Ministerial» (art. 118.1 del Regla­
mento del Congreso, como muestra).

3. Aun cuando este concepto genérico de la inter­
pelación sea el comúnmente aceptado, aquí interesa
exclusivamente en el sentido que se le da en la Comunidad
de Murcia, como consecuencia de su capacidad de orga­
nización y de la consiguiente autonomía de su Asamblea.
A su Reglamento hay que estar también para la configu­
ración formal del derecho y en tal sentido se establece que
la interpelación habrá de presentarse «por escrito ante la
Mesa de la Asamblea para su calificación y trámite»
(art. 142). La competencia de este órgano parlamentario
interno se extiende, en este aspecto, a «la calificación de
cuantos escritos tengan entrada en la Cámara como pre­
supuesto de la admisión o no a trámite», «control de estric­
ta legalidad formal» que «se limita a verifican> si «el acto
o escrito en cuestión cumple las condiciones reglamen­
tarias», con remisión -si se admite- al destinatario
(art. 31.3).

Esta norma reglamentaria se ha despiezado delibera­
damente poniendo en otro orden sus componentes para
mostrar así su significado y alcance, que a nuestro parecer
ha sido oscurecido por una lectura apresurada y nada ana­
lítica. En efecto, allí queda claro que, sin embargo de su
referencia a la estricta legalidad formal. se impone a la
Mesa la obligación de «calificar» los escritos recibidos para
comprobar si cumplen «las condiciones reglamentarias».
Estas han de ser entendidas como requisitos extrínsecos

pero no reducidos a la pura forma que es la escritura, ni
vinculados, pues, a la denominación que se les ponga
como rótulo. En tal sentido se pronuncian las normas regla­
mentarias cuando permiten a la Mesa examinar el conte­
nido de la interpelación en tres hipótesis, que se solicite
«un simple traslado de información», más propio de una
pregunta (art. 143.2) y que se trate de «iniciativas reite­
rantes» o de asuntos «cuyo tenor suscite dudas sobre la
competencia de la Asamblea para conocer de ellos»
(art. 31.3). En el primer caso, el órgano parlamentario inter­
no puede sugerir que se transforme en pregunta la inter­
pelación y en los dos restantes debe rechazarla.

4. En definitiva, lo que importa destacar aquí, a guisa
de conclusióR, es la posibilidad e incluso la necesidad de
conocer el contenido de la interpelación como presupues­
to de su admisión a trámite o de su rechazo. Esto por una
parte. La Mesa lo hizo así respecto del escrito presentado
por un Diputado bajo la rúbrica de «interpelación», com­
probando el desajuste entre la denominación utilizada,
según el concepto reglamentario, y la verdadera natura­
leza del texto, sin entrar en el fondo de la cuestión plan­
teada. En tal sentido se movió dentro del margen que ha
marcado este Tribunal para supuestos que guardan cierta
semejanza con el enjuiciado aquí en relación con las facul­
tades de calificación y admisión de escritos parlamentarios
por los órganos de gobierno de las Cámaras. Hemos dicho
al respecto que es objeto de ese control no solo el cum­
plimiento de los requisitos formales reglamentarios, sino
también la regularidad jurídica y la viabilidad procedimen­
tal de la iniciativa (STC 161/1988) o en otras palabras
«una verificación Iimínar de la conformidad a Derecho de
la pretensión deducida junto a un juicio de calificación
sobre la idoneidad o procedencia del procedimiento par­
lamentario elegido» (STC 205/90).

Una vez delimitado el perímetro del control de admi­
sibilidad propio de la Mesa, según sus normas reglamen­
tarias, es obligado dar el último paso en este discurso ana­
lítico y averiguar si la causa aducida para el rechazo es
adecuada y si el Acuerdo parlamentario es razonable y
razonado. La solución es tan clara que puede anticiparse
y ha de ser afirmativa para todas las preguntas. En efecto,
la motivación existe y resulta más que suficiente. En la pri­
mera de las resoluciones impugnadas se aduce como óbi­
ce, en primer lugar, el procesamiento de ciertas personas
y en consecuencia de la situación sub iudice del asunto,
para plantear luego -en una segunda reflexión- la duda
sobre la competencia de la Comunidad Autónoma respec­
to de algunas de las materias y destacar -finalmente- el
carácter abstracto y general del contenido. El primero de
aquellos motivos no es contemplado por el Reglamento
como determinante de una eventual inadmisibilidad, vir­
tualidad que ha de serie negada desde ahora. Los otros
dos motivos están en cambio concebidos con esa finali­
dad. No importa demasiado ahora si se da la conexión
entre la competencia de la Comunidad y la interpelación,
discutible y discutida, desde el momento en que el tercero
de los obstáculos opuestos a la admisibilidad y, en reali­
dad, el principal aparece diseñado con nitidez.

En efecto, es evidente el carácter específico de las
interpelaciones, según las entiende el Reglamento de la
Asamblea Regional de Murcia, que han de tener como
tema aspectos o realizaciones concretas de su Consejo de
Gobierno o de cualquiera de sus Departamentos. La que
fue rechazada y nos ocupa ahora tiene por marco la asis­
tencia sanitaria en Murcia, cuya supuesta degradación se
denuncia, como también la falta de voluntad política para
remediarla y en consecuencia se pide en ella que «el
Gobierno explique las razones de su actuación» en esa
materia, así como «las medidas adoptadas para que esta
bochornosa situación no se vuelva a repetin>. La lectura
desapasionada del texto pone de manifiesto por sí misma
su talante global o genérico. En tal característica funda la
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Mesa el rechazo. con la sugerencia de que para la finalidad
pretendida utilice los procedimientos parlamentarios ade­
cuados. como pueden ser el debate generala monográfico
y la sesión informativa. tal y como aparecen configurados
reglamentariamente (arts. 134 y 136). Por todo ello. ia
Mesa no ha desconocido ni menoscabado el derecho fun­
damental invocado cuyo ejercicio en este caso ha de aco­
modarse ua los términos que el reglamento determine))
(art. 35.3 EAMJ). por exigencia de su configuración cons­
titucional. según explicamos más arriba.

5. Tampoco puede considerarse vulnerado el arto 14
de la Constitución. donde se proclama el principio de igual­
dad de todos ante la Ley. cuya formulación genérica
encuentra manifiestaciones singulares en otros ámbitos.
uno de ellos el acotado por la participación en el ejercicio
de las funciones públicas en sus diversos aspectos. Aquí
interesa por de pronto el representativo que es propio de
los diputados de una Asamblea como la Región de Murcia.
con un origen electivo. El alegato del Grupo Parlamentario
Popular al respecto se intenta apoyar en un pretendido
cambio de criterio de la Mesa. separándose del mantenido
en varios acuerdos anteriores sobre la admisión a trámite
de otras interpelaciones. No es necesario ahora dilucidar
la naturaleza y fuerza vinculante del precedente o del uso
parlamentario. a la luz de una aplicación igual de la Ley.
ya que los supuestos de hecho que sirven de soporte a
las resoluciones aducidas como elemento de comparación
no guardan semejanza alguna con el caso aquí enunciado.
En efecto. la interpelación que nos ocupa fue rechazada
por su planteamiento genérico y no específico. razón deci­
siva a la cual se añadieron dos motivos más a mayor abun­
damiento. mientras que las admitidas en ocasiones ante­
riores se formularon con un alcance muy concreto. rasgo
este definidor del instrumento de fiscalización utilizado. y
afectaban a la política del Gobierno regional. aun cuando
en algún caso tuvieran conexión o rozaran competencias
estatales.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitu­
cional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el uBoletín Oficial del
Estado)).

Dada en Madrid. a catorce de diciembre de mil nove­
cientos noventa y dos.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer. Fernando García Mon y González-Regueral. Car­
Ias de la Vega Benayas. Vicente Gimeno Sendra. Rafael
de Mendizábal Allende. Pedro Cruz Villalón.-Firmado y
rubricado.

Sala Primera. Sentencia 226/1992. de 14 de
diciembre de 1992. Recurso de amparo
1.281/1989. Contra Sentencia del Tribunal
Central de Trabajo. dictada en recurso de SlJpli­
cación frente a la dictada por la Magistratura
de Trabajo núm. 11 de Barcelona en autos
seguidos contra FOGASA. sobre indemniza­
ción. Vulneración del derec!lo a la tutela judicial
efectiva: motivación insuficiente de la resolu­
ción recurrida.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Presi­
dente; don Fernando García-Mon y González-Regueral.

don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno Sen­
dra y don Pedro Cruz Villalón. Magistrado~. ha pronun­
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.281/89. promovido
por don Pedro Antonio Pardillo larena. Procurador de los
Tribunales. en nombre y representación de don Joaquín
García Rodriguez. y defendido por el letrado don Daniel
Bartomeus Plana. contra la Sentencia de la Sala Segunda
del Tribunal Centrar de Trabajo de 9 de mayo de 1989
(Rec. 2.775/88) dictada en el recurso de suplicación inter­
puesto frente a la Sentencia dictada por la Magistratura
de Trabajo núm. 11 de Barcelona de fecha 12 de enero
de 1989. contra el Fondo de Garantía Salarial. sobre
indemnización. Han sido partes el Ministerio Fiscal y el
Abogado del Estado. y ha sido Ponente el Presidente del
Tribunal. don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.
quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito que tiene entrada en este Tribunal el
4 de julio de 1989. el Procurador de los Tribunales don
Pedro Antonio Pardillo larena interpone. en nombre y
representación de don Joaquln García Rodríguez. recurso
de amparo contra Sentencia de 9 de mayo de 1989 de
la Sala Segunda del Tribunal Central de Trabajo.

2. la demanda de amparo se basa. en síntesis. en
los siguientes hechos:

a) En fecha 29 de mayo de 1981. el hoy recurrente
en amparo fue despedido de la empresa uCrisoles para
Vidrio. Sociedad Anónima)). Por Sentencia de 16 de sep­
tiembre de 1981. la Magistratura de Trabajo declaró
improcedente el despido. optando la empresa por la res­
cisión del contrato de trabajo y abono de indemnización
y salarios de tramitación. Posteriormente. por auto de 16
de noviembre de 1982. se declaró la insolvencia de la
empresa.

Para instar el abono de las indemnizaciones al Fondo
de Garantía Salarial. el recurrente solicitó el 17 de diciem­
bre de 1982 dellNSS certificación de alta y cotizaciones.
contestando dicho organismo que no constaban antece­
dentes. El día 25 de marzo de 1983 volvió a instar la cer­
tificación. que fue de nuevo denegada el 27 de julio de
1983. Solicitada por tercera vez la misma. en fecha de 3
de junio de 1983. el INSS expidió la certificación de 25
de febrero de 1984.

b) En fecha 30 de enero de 1985. el recurrente soli­
citó del Fondo de Garantía Salarial el abono de los salarios
e indemnización. que fue desestimada por considerar pres­
crito el derecho. Agotada la vía administrativa. el solicitan­
te formuló demanda ante la Magistratura de Trabajo
núm. 11 de Barcelona. Tras la pertinente tramitación. la
Magistratura .dictó Sentencia el 12 de enero de 1988 en
la que condenó a la entidad demandada a abonar la can­
tidad de 936.928 pesetas al considerar que el ejercicio
del derecho no había prescrito por ser el plazo de pres­
cripción de cinco años.

c) Contra dicha Sentencia interpuso el Fondo de
Garantía Salarial recurso de suplicación ante la Sala
Segunda del Tribunal Centr-al de Trabajo (recurso
núm. 2.775/88). Por Sentencia de 9 de mayo de 1989.
e' Tribunal Central estimó el recurso. revocó la Sentencia
impugnada y absolvió a la entidad demandada. por esti­
mar. en síntesis. que el derecho del demandante habia
prescrito. pues el plazo de prescripción era el de un año


